
 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

TRIBUNAL DE APELACIONES 
REGIÓN JUDICIAL DE  

PANEL  
 

TRANSPORTE RODRÍGUEZ 
ASFALTO INC. 

 
Recurrente 

 
v. 

 
JUNTA DE SUBASTAS 

MUNICIPIO DE JAYUYA 
 

Recurrido 

 
SANTA ISABEL ASPHALT, 

INC., PUERTO RICO 
ASPHALT, LLC 

 
Licitadores Agraciados-

Recurridos 
 

 
 

 
 

 
KLRA201700558 

REVISIÓN 
ADMINISTRATIVA 

procedente de la 
Junta de Subastas 
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Jayuya 

 
Subasta General 

número:  
2017-2018-001 

Renglón 29 

 
Sobre: 

Impugnación de 
Subasta Municipal 

 
 

 
Panel integrado por su presidente, el juez Figueroa Cabán, y las 

juezas Birriel Cardona y Ortiz Flores. 
 
Birriel Cardona, Jueza Ponente 

RESOLUCIÓN  

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de julio de 2017. 

Comparece ante nos Transporte Rodríguez Asfalto (el 

recurrente) y solicita la revisión de una resolución emitida 

el 21 de junio de 2017 por la Junta de Subastas del 

Municipio de Jayuya (la Junta de Subastas). Mediante la 

referida determinación, se le adjudicó la buena pro de la 

solicitud de propuestas para la Subasta General 2017-2018-

001 Renglón 29 a Santa Isabel Asphalt, Inc (Items 1,2,4,5 

y 6); Puerto Rico Asphalt, LLC (Items 3 y 8); y Transporte 

Rodriguez Asfalto, Inc. (Items 7). 
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Por los fundamentos que pasamos a exponer, 

desestimamos el presente recurso por falta de jurisdicción 

por prematuro. 

-I- 

-A- 

El objetivo fundamental de una subasta es proteger el 

erario consiguiendo la construcción de obras públicas y la 

adquisición de servicios de calidad para el gobierno al mejor 

precio posible, tales procedimientos están revestidos de un 

gran interés público. Empresas Toledo, Inc. v. Junta de 

Revisión, 168 DPR 771 (2006); A.E.E. v. Maxon Eng. 

Servs., Inc., 163 DPR 434 (2004); RBR Const., S.E. v. A.C., 

149 DPR 836 (1999). Por ello, el propósito de la legislación 

que regula la realización de obras, la contratación de 

servicios para el Gobierno y los sistemas de subastas 

gubernamentales, es proteger los intereses y el dinero del 

pueblo, al promover la competencia para lograr los precios 

más bajos posibles, evitar el favoritismo, la corrupción, el 

dispendio, la prevaricación, la extravagancia y el descuido 

al otorgar los contratos y minimizar los riesgos de 

incumplimiento. Empresas Toledo, Inc. v. Junta de 

Revisión, supra; A.E.E. v. Maxon Eng. Servs., Inc., supra.  

Por tanto, los tribunales tienen el deber de asegurarse que 

las instrumentalidades públicas cumplen con la ley, con sus 

propios procedimientos y que tratan de forma justa a los 

licitadores al momento de adjudicar una subasta. RBR 

Const., S.E. v. A.C., supra.  
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Ahora bien, la subasta pública formal o mediante 

propuestas selladas constituye el procedimiento más 

comúnmente utilizado por las entidades gubernamentales 

para la adquisición de bienes y servicios. Caribbean 

Communications Solutions y otros v. Policía de Puerto Rico, 

supra.  No obstante, recientemente en R&B Power v. E.L.A., 

170 DPR 606 (2007), el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

reconoció, la validez del requerimiento de propuestas, o 

RFP (por sus siglas en inglés) como mecanismo informal 

para la adquisición de bienes y servicios por el Gobierno.  

En comparación con las subastas formales, el 

requerimiento de propuestas se distingue por ser un 

procedimiento más flexible, por lo que resulta práctico 

cuando la subasta persigue la adquisición de bienes o 

servicios especializados que involucran asuntos técnicos o 

muy complejos o cuando existen pocos competidores 

cualificados. Id.  

Los requisitos a considerar en la adjudicación del 

contrato se enumeran en el RFP, el cual incluye, entre 

otros, el valor que se le asigne a estos, el itinerario para 

recibir y evaluar las propuestas y adjudicar la buena pro, 

así como los términos del contrato. R&B Power v. E.L.A., 

supra. Estos asuntos pueden discutirse durante la 

celebración de reuniones, de forma tal que se logre un 

mejor entendimiento sobre los requisitos y condiciones del 

RFP. Caribbean Communications Solutions y otros v. Policía 

de Puerto Rico, supra.  
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La característica principal del RFP es que permite 

entablar negociaciones entre los licitadores y el Gobierno 

durante la evaluación de las propuestas recibidas. Es decir, 

a diferencia del procedimiento formal de subasta –donde no 

hay cabida para la negociación de los términos de las 

ofertas- el RFP es un mecanismo que admite la compra 

negociada y, por lo tanto, confiere a los licitadores la 

oportunidad de revisar y modificar sus ofertas antes de la 

adjudicación de la buena pro. R&B Power v. E.L.A, supra; 

Caribbean Communications Solutions y otros v. Policía de 

Puerto Rico, supra.  

Aunque el procedimiento de subasta formal y el RFP       

son distintos, no son totalmente incompatibles entre sí. 

Anteriormente nuestro más alto foro resolvió que el RFP, 

por ser un mecanismo alterno al procedimiento 

tradicional, necesariamente participa de alguna de las 

características de la subasta formal. Específicamente, al 

igual que la subasta formal, el RFP, está sujeto a los 

requisitos de notificación que establece la L.P.A.U., 

así como a los procedimientos de reconsideración y 

revisión judicial contenidos en dicho estatuto. (Énfasis 

nuestro). R&B Power v. E.L.A., supra; Caribbean 

Communications Solutions y otros v. Policía de Puerto Rico, 

supra. Más importante aún, las adquisiciones de bienes o 

servicios que realice el Gobierno mediante RFP están, como 

toda subasta gubernamental, revestidas de un gran interés 

público en la protección del erario y en garantizar que 
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dichas adquisiciones se lleven cabo con transparencia, 

eficiencia y probidad. Caribbean Communications Solutions 

y otros v. Policía de Puerto Rico, supra.  

Reiteramos, tanto en la subasta formal como en el 

requerimiento de propuestas la agencia tiene que 

notificar a las partes su determinación por escrito, 

fundamentada y advirtiéndoles del recurso de 

revisión disponible.  Caribbean Communications Solutions 

y otros v. Policía de Puerto Rico, supra; R & B Power v. 

E.L.A., supra.  En cuanto al requisito de notificación, se ha 

dispuesto que el  requerimiento de propuestas participa de 

características adjudicativas de la misma forma que la 

subasta tradicional. Por ende, la agencia debe notificar por 

correo certificado con acuse de recibo a las partes su 

determinación. Tal determinación debe exponer los 

fundamentos por los cuales llegó a la misma y el 

recurso de revisión disponible, conforme lo exige la 

sección 3.16 de la L.P.A.U., 3 L.P.R.A. sec. 2166.  R&B 

Power v. E.L.A, supra. (Énfasis nuestro.) 

A tenor con lo anterior, al notificar la decisión 

sobre el requerimiento de propuesta, la agencia debe 

exponer una explicación de las bases sobre las que 

descansa su decisión, de forma tal que un tribunal 

revisor tenga fundamentos para hacer su 

determinación. (Énfasis subasta). Rivera Santiago v. Srio. 

De Hacienda, 119 D.P.R. 265 (1987). Es necesario que la 

decisión de una agencia administrativa sea fundamentada 
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porque de esta manera se proporciona a los tribunales la 

oportunidad de revisar adecuadamente la decisión 

administrativa y se fomenta que la agencia adopte una 

decisión cuidadosa y razonada dentro de los parámetros de 

su autoridad y discreción. Una determinación debidamente 

fundamentada ayuda además a entender por qué el 

organismo administrativo decidió como lo hizo, y al estar 

mejor informada, la parte afectada puede decidir si acude al 

foro judicial o acata la determinación.  Rivera Santiago v. 

Srio. De Hacienda, supra.   

Cabe resaltar, que aun cuando no se exige 

determinaciones de hechos ni conclusiones de derecho en la 

adjudicación de procedimientos informales, como lo son el 

procedimiento de subasta y el RFP, deben mediar 

razones suficientes que pongan en conocimiento a las 

partes y al tribunal de los fundamentos que 

propiciaron la decisión de la agencia. (Énfasis nuestro). 

Godreau & Co. v. Com. de Servicio Público, 71 D.P.R. 649 

(1950).   

Conforme a ello, se ha establecido que la notificación 

de la adjudicación de subasta por lo menos debe incluir lo 

siguiente: los nombres de los licitadores en la 

subasta y una síntesis de sus propuestas; los factores 

o criterios que se tomaron en cuenta para adjudicar 

la subasta; los defectos, si alguno, que tuvieran        

las propuestas de los licitadores perdidosos y             

la disponibilidad y el plazo para solicitar la 



 
 

 
KLRA201700558    

 

7 

reconsideración y la revisión judicial. L.P.C.& D. v. 

Autoridad de Carreteras y otros, supra.  Es necesario que la 

notificación contenga toda la información antes reseñada, 

pues la misma permite que los licitadores perdidosos 

puedan cuestionar la adjudicación de la subasta y que el 

foro revisor tenga una visión clara de lo que está revisando 

de manera que pueda asegurarse de que la decisión de la 

agencia no fue una arbitraria, caprichosa o irrazonable. 

Punta de Arenas Concrete Inc. v. Junta de Subastas 

Municipio de Hormigueros, supra; Fuertes v. A.R.P.E., 134 

D.P.R. 947 (1993). 

-B- 

Se define prematuro como aquello que ocurre antes 

de tiempo o de su madurez. En Derecho Apelativo, se trata 

del recurso presentado en la Secretaría del Tribunal de 

Apelaciones antes de que éste tenga jurisdicción. Véase, 

Hernández v. Marxuach Construction Co., 142 DPR 492 

(1997).   

Una apelación o un recurso prematuro al igual 

que uno tardío, adolece del grave e insubsanable 

defecto de falta de jurisdicción. Su presentación se 

torna ineficaz y el dictamen no produce efecto 

jurídico alguno, por lo que entonces no existe 

autoridad judicial o administrativa para acogerlo. 

Tampoco podemos conservarlo con el propósito de 

luego reactivar la presentación a virtud de una futura 

solicitud. No tenemos discreción para asumir 
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jurisdicción donde no la hay. La falta de jurisdicción 

no puede ser subsanada, ni el tribunal puede 

arrogarse la jurisdicción que no tiene. (Énfasis 

nuestro). Rodríguez v. Zegarra, 150 DPR 649 (2000); 

Lagares Pérez v. E.L.A., 144 DPR 601 (1997). 

Bien es sabido que los tribunales tienen el ineludible 

deber de examinar su propia jurisdicción. García v. 

Hormigonera Mayagüezana, 172 DPR 1 (2007). Un tribunal 

que carece de jurisdicción sólo puede ejercerla para señalar 

que no la tiene. Pagán v. Alcalde Mun. de Cataño, 143 DPR 

314, 326 (1997).     

Por su parte, la Regla 83(B) y (C) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, le confiere 

autoridad al Tribunal para desestimar un recurso por 

cualquiera de las siguientes circunstancias: 

Regla 83 – Desistimiento y desestimación 

(B) Una parte podrá solicitar en cualquier momento 
la desestimación de un recurso por los motivos 

siguientes: 

(1) que el Tribunal de Apelaciones carece 

de jurisdicción; 

 
(2) que el recurso fue presentado fuera del 

término de cumplimiento estricto dispuesto 
por ley sin que exista justa causa para ello. 

 
(3) que no se ha presentado o proseguido con 

diligencia o de buena fe; 
 

(4) que el recurso es frívolo y surge 
claramente que no se ha presentado      

una controversia sustancial o que ha           
sido interpuesto para demorar los 

procedimientos; 
 

(5) que el recurso se ha convertido en 

académico. 

(C) El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa 

propia, podrá desestimar un recurso de 
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apelación o denegar un auto discrecional por 

cualesquiera de los motivos consignados en el 
inciso (B) precedente. (Énfasis suplido). 

 

-II- 

 

         Tras evaluar el aviso de adjudicación de subasta 

notificado por la Junta de Subastas el 21 de junio de 2017, 

concluimos que tal notificación no cumple con los requisitos 

establecidos en nuestro ordenamiento para que tal 

comunicación se considere como una adecuada. Como 

antes indicamos, para que una notificación de adjudicación 

de subasta sea adecuada debe exponer una síntesis de las 

propuestas presentadas por los licitadores, así como los 

criterios que se tomaron en cuenta para adjudicar la 

subasta y cuáles fueron los defectos, si algunos, que 

tuvieran las propuestas de los licitadores perdidosos. Dichos 

fundamentos deben ser consignados, aunque sea de forma 

breve y sucinta. Por último, la adjudicación de subasta 

carece de la advertencia a los licitadores no favorecidos 

sobre el término para solicitar una reconsideración de la 

adjudicación de propuestas.   

Las omisiones previamente señaladas convierten dicha 

notificación en una defectuosa, lo cual incide, a su vez, en 

el término que tiene el recurrente para recurrir ante 

nosotros en revisión judicial. Además de no interrumpirse el 

término para acudir en revisión judicial, estas omisiones 

afectan nuestra facultad revisora sobre el reclamo del 

recurrente ya que de la notificación de adjudicación no 

surgen los elementos considerados por la Junta de Subasta 
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para tomar su determinación. Esto obstaculiza nuestra 

función revisora y perjudica el derecho a revisión judicial 

que le asiste al recurrente.  

En vista de todo lo anterior, desestimamos el presente 

recurso por falta de jurisdicción por prematuro. A partir del 

momento en que la Junta enmiende su aviso de 

adjudicación de subasta para atemperarlo a los requisitos 

mínimos establecidos por nuestro ordenamiento es que se 

activará el término para recurrir en su revisión ante 

nosotros.  

-III- 

Por los fundamentos antes expuestos, los cuales se 

hacen formar parte de esta Resolución, se desestima el 

presente recurso por prematuro. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

La jueza Ortiz Flores concurre con el resultado sin 

opinión escrita. 

Notifíquese inmediatamente y adelántese vía fax o 

correo electrónico a todas las partes y a la Junta de 

Subastas del Municipio de Jayuya. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


